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I. OBJETO DEL COMENTARIO 
Ante la constitucionalización (o cuasi constitucionalización) del principio de esta-
bilidad presupuestaria y la tensión que su aplicación puede imprimir sobre otros prin-
cipios o derechos también de rango constitucional; y ante la situación de riesgo para 
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la sostenibilidad de las cuentas públicas por efecto de la crisis económica, ¿cuál es la 
reacción del ordenamiento jurídico? La sentencia 413/2014 del Tribunal Constitucional 
de Portugal analiza la admisibilidad constitucional de una serie de ajustes presupues-
tarios contenidos en la Ley de Presupuestos portuguesa para 2014 (entre las que se 
encontraba una reducción variable de los salarios de trabajadores del sector público y 
altos cargos) a la luz de los principios de seguridad jurídica, igualdad y proporcionalidad. 
Su interés para la doctrina española es evidente, puesto que analiza medidas similares 
a las adoptadas en España a la luz de una serie de condicionantes que, en un caso, son 
prácticamente equivalentes —los límites al déficit derivados de la pertenencia a la Unión 
Europea— y, en otro, son muy similares —los principios constitucionales más generales—. 
Precisamente porque la sentencia no se produce en el seno del sistema jurídico 
español —que previsiblemente es el centro de atención de quien lee estas líneas, aten-
diendo a la revista en que se publica—, el comentario se centrará en los diversos argu-
mentos presentados, más que en el fallo definitivo. El objeto de este trabajo, por tanto, 
no es determinar y analizar las nuevas reglas que la sentencia introduce en el sistema 
jurídico portugués; sino estudiar, en sí mismo, el debate existente en el país vecino. Es 
un debate vivo y que, de hecho, ha evolucionado a lo largo de los años de vigencia 
de los planes de ajuste, ya que se observa un proceso de retroalimentación entre los 
argumentos de las partes recurrentes y los del Tribunal Constitucional portugués. 
II. ANTECEDENTES DE LA SENTENCIA Y NORMAS IMPUGNADAS 
La sentencia 413/2014 acumula tres procesos en los que se pidió la declaración 
de inconstitucionalidad de cuatro preceptos de la Ley de Presupuestos para 2014. Los 
artículos regulaban una reducción salarial en el sector público (artículo 33), limitaban 
el pago de complementos de pensiones por parte de empresas públicas con pérdidas 
(artículo 75), exigía una contribución a quienes recibieran prestaciones por enfermedad 
o desempleo (artículo 115) y daba una nueva regulación al cálculo de la cuantía de 
las pensiones de viudedad y orfandad (artículo 117). El análisis de las cuatro medidas 
impugnadas se realiza a partir de parámetros equivalentes, lo que hace factible (recor-
dando el objetivo que nos hemos propuesto) centrarnos exclusivamente en una de las 
medidas: la reducción salarial en el sector público. Elegimos esta porque es ha suscitado 
un debate profundo y porque medidas similares, presentes en los Presupuestos para 
2011, 2012 y 2013, fueron también valoradas ante el Tribunal Constitucional, con 
desiguales resultados, en las sentencias 396/2011, 353/2012 y 187/2013. 
Todas estas reformas se encuadran en el intento de equilibrar las cuentas públicas 
para respetar los objetivos de déficit contenidos en el Pacto de Estabilidad y Creci-
miento y para cumplir lo previsto en el Programa de Asistencia Económica y Financiera 
(en lo sucesivo, PAEF). Dicho Programa fue firmado en mayo de 2011 por el Estado 
portugués y la Comisión Europea, el Banco Central Europeo y el Fondo Monetario 
Internacional (FMI). Se concretó en una carta de intenciones suscrita por el Goberna-
dor del Banco de Portugal y por el Ministro de Estado y de Finanzas; así como en el 
Memorando de Entendimiento sobre Condiciones de Política Económica firmado con 
la Comisión Europea y el Memorando de Políticas Económicas e Financieras firmado 
con el FMI. Estos instrumentos implicaban asimismo una «asistencia financiera» de 
52 mil millones de euros a través del Mecanismo Europeo de Estabilización Financiera 
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y el Fondo Europeo de Estabilidad Financiera y de 26 mil millones de euros del FMI 
mediante un Programa de Financiación Ampliada. Tal y como señala el propio Tribunal 
Constitucional (apartado 30 de la sentencia), el PAEF, que exigía una serie de condi-
ciones previas por parte de las autoridades portuguesas y la adopción de una serie 
de medidas, tenía «carácter vinculante» para el Estado portugués. Concretamente, 
este tipo de acuerdos establecen un calendario que condiciona las transferencias al 
Estado a la adopción de una serie de medidas e iniciativas legislativas relacionadas 
con las finanzas públicas, la estabilidad financiera y la competitividad. 
Cabe matizar, como señala Maria Lúcia Amaral en su voto particular a la sentencia, 
que las medidas del Presupuesto para 2011 se adoptaron cuando Portugal no había 
solicitado la ayuda financiera de la UE y el FMI; no había sido «rescatada» todavía, 
sino que era teóricamente capaz de financiarse en los mercados de capitales. Con 
todo, es dudoso que la situación fuera sustancialmente diferente, puesto que existía 
ya una situación fáctica que dificultaba el financiamiento del Estado y ya se había 
abierto un procedimiento de déficit excesivo contra Portugal (la Decisión del Consejo 
declarando esa situación de déficit es de 2 de diciembre de 2009). 
Desde 2011 ha estado en vigor en Portugal algún tipo de reducción salarial que 
afectaba a los trabajadores de las Administraciones Públicas y del sector empresarial 
del Estado, así como los titulares de cargos políticos y otros altos cargos públicos. 
La establecida en 2011 era del 3,5% para remuneraciones superiores a 1500 euros 
e inferiores a 2000 euros; de una cuantía variable creciente entre 3,5% y 10% para 
remuneraciones entre 2000 y 4165 euros; y del 10% para las remuneraciones supe-
riores a 4165 euros. Este régimen, declarado constitucional en la sentencia 396/2011, 
nació en principio con carácter transitorio (por un año) y se ha ido prorrogando año 
tras año en sucesivas leyes de presupuestos. 
La Ley de Presupuestos para 2014 introduce una reducción salarial con diversas 
novedades respecto a la de 2011: cambian los porcentajes mínimo y máximo (pasan 
a ser, respectivamente, del 2,5% y del 12%, frente al 3,5% y 10% de 2011) y los va-
lores que determinan la aplicación (el límite inferior pasa de 1500 euros a 675 euros). 
La medida tenía un alcance temporal determinado, ya que su aplicación se limitaba 
expresamente al ejercicio de 2014; con todo, existían declaraciones gubernamentales 
y circunstancias que harían pensar lo contrario. 
Este es el precepto cuya conformidad con la Constitución se analiza en la sentencia 
que comentamos. Los principios alegados por los recurrentes son el de protección 
de la confianza, el de igualdad y el de proporcionalidad. El Tribunal Constitucional 
aplica un test, denominado de «igualdad proporcional», que ha ido desarrollando 
en las sentencias anteriores sobre las leyes de presupuestos para 2011, 2012 y 2013. 
III. ANÁLISIS DE LOS FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA SENTENCIA 
1. NATURALEZA TEMPORAL DE LA MEDIDA IMPUGNADA 
La discusión sobre el carácter transitorio o permanente de las medidas es re-
levante para cuantificar su impacto (a la luz del criterio de proporcionalidad, el 
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Tribunal está más dispuesto a admitir «sacrificios» temporales). Además, dicho 
carácter está vinculado con los objetivos que deben atribuirse a la medida (y que 
también se ponderarán con la lesión causada a diversos valores jurídicos por la 
reducción salarial). 
Los recurrentes afirmaron que la necesidad de cumplir con los compromisos in-
cluidos en el PAEF no legitimaban la lesión a los principios constitucionales. Si hasta 
entonces (sentencias sobre los Presupuestos para 2011, 2012 y 2013) las reducciones 
estaban temporalmente vinculadas al PAEF, ahora pasarían a aplicarse más allá del 
período de vigencia de dicho Programa, que finalizaba en mayo de 2014. Al mismo 
tiempo, en los informes que acompañaban al proyecto de ley de presupuestos para 
2014 («Relatório do OTamento», en lo sucesivo RO) el Gobierno hacía referencia a 
un «proceso de revisión estructural del gasto» y de «ajustar a niveles de mercado» 
ciertas remuneraciones públicas. 
El Tribunal considera que aunque la vigencia de la Ley de Presupuestos para 
2014 exceda la del PAEF, esto es en parte consecuencia de que la vigencia de la ley 
de presupuestos es necesariamente anual, por así estar previsto en la Constitución; 
y que todavía en 2014 los Presupuestos deben acatar los compromisos adquiridos 
por el Estado portugués ante la Comisión Europea, el BCE y el FMI. El desfase tem-
poral «no asume una relevancia decisiva» (apartado 19 de la sentencia), sino que los 
condicionantes existentes aún sobre la política presupuestaria portuguesa permiten 
considerar que la reducción salarial es circunstancial o no definitiva. 
Por el contrario, el voto particular del magistrado Pedro Machete afirma que los 
nuevos datos (el carácter estructural que el RO 2014 parece dar a la reducción salarial 
y la transición entre el PAEF y la aplicación de los sistemas estándar de prevención y 
corrección del déficit en la UE y la zona euro), que no pudieron tenerse en cuenta en 
el pasado, sí son totalmente relevantes en la definición del interés público que justi-
ficaría, en su caso, las medidas (pasa de ser un interés a corto plazo y se integra en 
una trayectoria a medio o largo plazo)'. Añadimos que el nuevo contexto impactaría 
en la intensidad de la medida si acaba por adoptar un carácter permanente (y esto 
es así sin perjuicio de posteriores revisiones que no obstan al carácter permanente de 
una medida según el Tribunal). 
El Tribunal Constitucional afirma que es más relevante el hecho (empíricamente 
demostrable) de que la norma reduzca expresamente su vigencia a 2014 que la posi-
bilidad de que esta reducción se prolongue en el tiempo, de acuerdo con los objetivos 
recogidos en el RO 2014. El carácter temporal de la medida se expresa en la necesidad 
de su sucesiva renovación, de manera expresa, en cada ley de presupuestos. El Tribunal 
parece así analizar la medida de manera aislada, sin tener en cuenta la (probable) 
tendencia; pero avisa al mismo tiempo que si la medida se prorrogare o consolidare 
podrá entonces, a su debido tiempo, ser analizada'. 
1. En un sentido similar se expresa el magistrado Fernando Vaz Ventura, aunque no desarrolla su argumento. 
2. El magistrado Pedro Machete rechaza tal interpretación y la califica de excesivamente literal. Considera que 
una interpretación teleológica debe tener en cuenta la voluntad expresada en el RO 2014 y un «sentido estra-
tégico perfectamente definido»; desde un punto de vista sistemático, considera que la nueva reducción debe 
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2. EL MARCO DE APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD 
Tras este estudio previo, el Tribunal Constitucional delimita en el apartado 22 de 
su sentencia la cuestión que analizará luego, y que es la conformidad de la reducción 
salarial (finalmente calificada como temporal) (1) con el principio de igualdad, en la 
medida en que se trata de una «medida adicional de sacrificio» que se circunscribe 
a los trabajadores del sector público y altos cargos (por cuarto año consecutivo y 
cuantitativamente agravada respecto a los anteriores); (2) con el principio de propor-
cionalidad en su vertiente de necesidad, ya que el incremento del recorte salarial va 
acompañada de rebajas impositivas, lo que según los recurrentes demostraría que 
existen otras medidas para alcanzar el fin perseguido; y (3) con el principio de pro-
porcionalidad en su vertiente de proporcionalidad en sentido estricto, ya que según 
los recurrentes «eleva a un nivel intolerable el grado de sacrificio impuesto», espe-
cialmente si se tienen en cuenta otras medidas que se acumulan a las anteriores y si 
se compara con el objetivo que se alcanza («una compensación presupuestaria que 
no excede de pocas décimas» del PIB). 
En sentencias anteriores, el Tribunal Constitucional portugués ha ido establecien-
do un cuerpo de doctrina que las propias partes recurrentes y el Gobierno tienen en 
cuenta. Así, ha afirmado que no existe una regla constitucional que garantice, por 
sí misma, un derecho a la irreductibilidad del salario; sin embargo, una vez fijado el 
contenido del derecho al salario, su reducción puede (y debe) analizarse a la luz de 
otros principios constitucionales, como los que se han señalado supra. Ello significa 
que la Constitución proyecta un control sobre las razones de dicha reducción (que 
deben ser necesariamente de interés público) y el grado en que se produce (funda-
mentalmente, mediante la aplicación de un juicio de proporcionalidad). 
El artículo 13.1 de la Constitución portuguesa recoge el principio de igualdad al 
afirmar que «[t]odos los ciudadanos tendrán la misma dignidad social y serán iguales 
ante la ley». Concretamente, el Tribunal Constitucional señala que el «reparto de sa-
crificios» para equilibrar las cuentas debe seguir un principio de igualdad, de acuerdo 
con la capacidad contributiva de cada cual. Se trata de un argumento que analizó el 
Tribunal por primera vez, motu proprio —no había sido alegado por ninguna parte— en 
la sentencia 396/2011. 
El principio de igualdad tiene diversas aplicaciones o proyecciones, que dependen 
del campo al que se traslade. Y, como hemos afirmado antes, el cuerpo de jurispru-
dencia del Tribunal Constitucional portugués que analiza las leyes de presupuestos 
dictadas durante la crisis económica aplica una fórmula de «igualdad proporcional», 
que combina un juicio de razonabilidad y otro de proporcionalidad'. Serían incons- 
ponerse en conexión con la entrada en vigor, el 1 de enero de 2013, del Tratado sobre Estabilidad, Coordinación 
y Gobernanza en la Unión Económica y Monetaria y las modificaciones introducidas, como consecuencia, en la 
Lei de Enquadramento Orcamental. Según Pedro Machete, el fallo mayoritario del Tribunal Constitucional no 
consigue apreciar el carácter particularmente dinámico de la realidad constitucional. 
3. PEREIRA, R. A., «Igualdade e proporcionalidade: um comentário ás decisóes do Tribunal Constitucional de 
Portugal sobre cortes salariais no sector público». Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 98, ma-
yo-agosto 2013, p. 334. 
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titucionales, por violación del principio de igualdad, las elecciones del legislador que 
introduzcan un trato diferenciado entre personas cuando no esté justificado por fun-
damentos «razonables, perceptibles o inteligibles» a la luz de los fines constitucionales 
que promueve tal distinción; o cuando la diferencia introducida sea desproporcionada. 
La aplicación del principio, tal y como se clarifica ya en la sentencia 187/2013, 
exige que la desigualdad creada por la medida legislativa sea proporcional, por una 
parte, a las razones que justifican dicha diferencia de trato (en la sentencia 413/2014, 
la reducción del déficit); por otra, a la diferencia objetiva entre los sujetos tratados de 
manera diversa (en la sentencia 413/2014, el hecho de que la reducción salarial tiene 
efectos claros y directos en los gastos del Estado). 
El análisis difiere del que analiza el grado de afectación a un determinado dere-
cho, porque en este segundo caso el contenido del derecho está determinado o es 
determinable a nivel constitucional. Por el contrario, el principio de igualdad tiene 
un carácter relacional y se dota de contenido mediante la comparación de casos 
concretos. El análisis, por tanto, exige medir la proporcionalidad de la «medida de 
diferencia» establecida por el legislador, a la luz de dos puntos de referencia: el 
objetivo de la medida (donde se analiza un criterio de proporcionalidad en sus tres 
fases: necesidad, adecuación y proporcionalidad en sentido estricto) y las diferencias 
objetivas entre los grupos que se diferencian. Ambos están relacionados, ya que las 
diferencias preexistentes deben permitir que la medida aprobada consiga alcanzar el 
objetivo que se busca; de hecho, la sentencia los analiza simultáneamente. Pereira 
califica la estructura de este análisis como «triangular» entre el grupo tratado de 
manera más desfavorable, el grupo de referencia, y la finalidad perseguida'. 
3. LA EXISTENCIA DE UN INTERÉS LEGÍTIMO QUE JUSTIFIQUE LA REDUCCIÓN 
SALARIAL 
Desde la aplicación de las primeras medidas de austeridad que impactaban en los 
salarios públicos se ha venido señalando que se crea una diferenciación entre las per-
sonas que trabajan para el Estado en sentido amplio, por una parte, y quienes trabajan 
para el sector privado o cooperativo, o por cuenta propia, o tenían cualquier otro tipo 
de fuente de renta, por otra. El Tribunal analiza la existencia de un fundamento para 
la diferenciación realizada, lo cual implica un juicio de idoneidad (que determina si 
la medida es adecuada para alcanzar un fin legítimo) y un juicio de necesidad (o la 
exploración de la existencia de medidas menos lesivas). 
El Tribunal ha analizado toda una serie de argumentos alegados para justificar la 
diferencia de trato. Ha rechazado sistemáticamente los que pretendían justificar la 
«carga» sobre los servidores públicos apelando a una supuesta situación privilegiada 
en relación a un salario medio más elevado que el del sector privado o una mayor 
garantía de estabilidad en el puesto de trabajo. Sí ha aceptado, por el contrario, el 
argumento de que sólo en el caso de los trabajadores del sector público la reducción 
salarial tiene una eficacia inmediata en la reducción de gastos del Estado. La reducción 
4. Ibídem, p. 353. 
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de salarios en el sector privado no tendría este efecto, por lo que sería una medida 
inidónea desde la perspectiva del objetivo perseguido: desde este punto de vista, los 
trabajadores públicos no se encuentran en una situación de igualdad con el resto de 
ciudadanos. 
Ahora bien, en relación con la «eficacia inmediata», la sentencia va a analizar 
también el efecto del paso del tiempo en el análisis de proporcionalidad que debe 
realizarse. Por una parte, se ha afirmado que el paso del tiempo podría implicar un 
incremento de la exigencia impuesta al legislador para buscar alternativas que eviten 
que la prolongación de medidas de ajuste (otra cuestión dependiente del tiempo que 
ha ido pasando) impliquen un peso excesivo sobre quienes están sujetos a un trata-
miento diferenciado. Este argumento, sin embargo, cede ante la presencia de una 
circunstancia como es la aplicación del PAEF y las exigencias que ello impone sobre 
el Estado portugués (apartado 31). 
El voto particular de Catarina Sarmento e Castro, con todo, subraya que el tiempo 
transcurrido desde el inicio de vigencia del PAEF atenuaría «de modo decisivo» el ar-
gumento que sí habría justificado los Presupuestos para 2011, y que afirmaba que las 
medidas de reducción salarial eran indispensables porque eran las únicas capaces de 
reducir los gastos del Estado por una cuantía estimable con seguridad y de un modo 
eficaz a corto plazo. El argumento de «eficacia inmediata» implica que la medida se 
desvela como necesaria porque es la única capaz de alcanzar los objetivos previstos a 
corto plazo: es decir, dados una serie de condicionantes (de cuya existencia se duda 
en 2014, cuarto año de vigencia del PAEF), no existen medidas menos gravosas para 
alcanzar el mismo objetivo. 
Sobre la adecuación de la medida, tras haberla caracterizado como temporal (para 
2014) y haber afirmado que aún comparte el objetivo de reducir el déficit para cumplir 
con los compromisos derivados del PAEF, el Tribunal va a concluir que presenta una 
caracterización adecuada para dicho fin. El Tribunal Constitucional, por tanto, no se 
separa de la jurisprudencia anterior en este sentido, aunque subraya en más de una 
ocasión que analiza la medida en los «términos en que se encuentra [...] concretizada 
normativamente» (apartado 30) y rechaza tomar en consideración elementos que 
califica de «políticos» (es decir, las directrices o el programa, aún no jurídicamente 
cristalizado, en que se inserta). 
Aún en el ámbito de la adecuación, el Tribunal Constitucional reconoce sus limi-
taciones cuando afirma que no puede comprobarse (o falsearse) en sede judicial la 
afirmación de que la reducción salarial no es un mecanismo idóneo para equilibrar 
el déficit (apartado 33). 
En cuanto al juicio de necesidad, las partes recurrentes señalan en la sentencia 
314/2014 que por primera vez el legislador, al tiempo que mantuvo un recorte salarial 
para los trabajadores públicos, introdujo una serie de desgravaciones tributarias, tales 
como una bajada progresiva del tipo del impuesto sobre la renta de las sociedades. De 
aquí se deduciría que la reducción salarial no era indispensable para hacer sostenibles 
las cuentas públicas (apartado 32). Sin embargo, el Tribunal Constitucional afirmó 
que esta medida podía incrementar la disponibilidad financiera de las empresas y la 
creación de nuevos puestos de trabajo o la conservación de los ya existentes, lo que 
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tendría un impacto positivo en la recaudación tributaria y, por otra parte, reduciría 
el gasto en prestaciones por desempleo. De nuevo, el Tribunal parece aplicar un 
criterio de razonabilidad, tal y como se deriva de expresiones como «el Tribunal no 
tiene razones para, de partida, negar la adecuación de la disminución del tipo del 
[impuesto sobre sociedades] para contribuir a alcanzar [los objetivos propuestos]». 
Según el Tribunal, existen tendencias que proponen «un mix de políticas públicas» 
que conjuguen medidas de austeridad con otras potenciadoras de la inversión y del 
consumo interno para, a su vez, propiciar el crecimiento económico. 
En lo que al Tribunal respecta, tanto la reducción del gasto público como el 
incremento de los ingresos son medidas válidas para la reducción del déficit' y las 
diferencias existentes quedan fuera del análisis jurisprudencial. Optar por la reduc-
ción del déficit vía ingresos (normalmente mediante la subida de impuestos) o vía 
gastos, o mediante una combinación determinada de una y otra herramienta, es 
una cuestión que suscita un «intenso debate político y económico». De hecho, el 
Tribunal señala que la existencia de un par de medidas alternativas que tuvieran un 
impacto equivalente en un plano presupuestario-contable no implicaría que fueran 
sustituibles entre sí sin más, ya que sus efectos económicos serían diversos; no va a 
desperdiciar la ocasión para señalar, sin embargo, que las medidas tributarias, en la 
medida en que son de «incidencia universal», ofrecen en principio mayores garantías 
de ser compatibles con el principio de igualdad (apartado 44). 
4. APLICACIÓN DE UN JUICIO DE PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO ESTRICTO 
La existencia de una justificación no implica automáticamente la constitucionalidad 
de la medida, que debe todavía superar un juicio de proporcionalidad. Ante medidas 
que hicieran recaer una parte excesiva de la carga de la reducción del déficit en grupos 
determinados, el Tribunal Constitucional reaccionaría, como lo ha hecho en el pasado, 
declarando la inconstitucionalidad de la medida. 
La reducción salarial de 2014 se compara con las de las leyes de presupuestos para 
2011, 2012 y 2013. La reducción de 2011 fue de entre el 3,5% y el 10% para todos 
los trabajadores con ingresos líquidos mensuales superiores a 1500 euros, y fue de-
clarada constitucional. Los Presupuestos de 2012 y 2013 acumularon dicha reducción 
con la suspensión (total o parcial) del abono de las pagas extraordinarias, y la suma 
de ambas medidas fue considerada contraria a la Constitución por desproporcionada. 
Ahora, el Tribunal va a comparar las reglas de cálculo de la reducción salarial con 
las de años anteriores. La nueva reducción salarial transitoria se introduce en un con-
texto en que las medidas de «racionalización» de los costes de personal se mantienen 
o incluso crecen (apartado 37). El recorte de retribuciones implica un incremento 
«en relación a la totalidad de los segmentos en que puede desdoblarse el universo 
de sujetos afectados por la medida» si se compara con la reducción aprobada en 
5. Por su parte, Pedro Machete, precisamente porque considera que el marco que condiciona al legislador 
presupuestario ha mutado drásticamente, afirma que no puede afirmarse que el incremento de ingresos y la 
reducción de gastos son mecanismos alternativos, porque el nuevo objetivo es el de una reestructuración y 
reducción neta del gasto público. 
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2011 y, esa sí, declarada constitucional (apartado 39). Por lo contrario, si se compara 
con la combinación de dicha reducción prorrogada con la suspensión del abono de 
pagas extraordinarias (aprobadas en 2012 y 2013 y declaradas inconstitucionales), 
la conclusión no es tan clara. Existen tramos donde el nuevo régimen incide menos 
en los salarios públicos y otros donde la reducción de 2014 es mayor. En términos 
generales, el Tribunal la considera similar o equivalente («náo se distancia com rele-
vo») al conjunto de medidas declaradas inconstitucionales en los dos años anteriores. 
El Tribunal analiza también la progresividad interna de la medida (epígrafe 46). Por 
ejemplo, quienes tienen un salario de entre 1500 y 2000 euros se ven proporcional-
mente más perjudicados —frente a quienes reciben un salario equivalente en el sector 
privado— que quienes reciben una cantidad superior (y, especialmente, quienes reciben 
un salario superior a 4000 euros). En el extremo inferior, el Tribunal Constitucional 
tiende a vincular el carácter desproporcionado de la reducción salarial con la creación 
de circunstancias (atendiendo al nivel salarial de cada empleado) donde pueda provo-
carse que la renta recibida sea insuficiente para garantizar un nivel adecuado de vida. 
El Tribunal Constitucional resalta que la reducción de 2011 no afectaba a los sala-
rios de entre 675 y 1500 euros, que en 2014 sí están dentro del ámbito de aplicación 
del recorte. Este aspecto es de especial relevancia en el análisis de proporcionalidad 
aplicado, ya que estos tramos de renta son tan exiguos que un «sacrificio adicional» 
es excesivamente gravoso (apartado 43). El voto particular de Catarina Sarmento e 
Castro hace referencia expresa a esto, afirmando que el legislador está limitado por 
el respeto a una cuantía de salario mínima, que se fundamenta en el principio de 
dignidad humana y en el derecho a un mínimo de subsistencia digno; al mismo tiem-
po, señala que hay otros escalones donde el «esfuerzo» que se exige se acentúa de 
manera significativa en 2014. Por su parte, Maria José Rangel Mesquita afirma que 
el límite de aplicación de 675 euros se sitúa muy lejos de lo que el impuesto sobre la 
renta personal considera «mínimo de existencia»6; la magistrada hace referencia al 
conjunto de «necesidades esenciales inherentes a la existencia y compromisos básicos» 
para garantizarla, y que incluyen habitación, alimentación, salud, transporte y otros 
costes derivados de derechos fundamentales, como el derecho a la educación o el 
acceso a la cultura. De modo muy interesante, hace referencia a los cálculos elabo-
rados por el Instituto Nacional de Estadística sobre el gasto total medio por unidad 
familiar, que quedarían muy por encima de los 675 euros que determinan el límite 
inferior de la reducción salarial. 
Téngase en cuenta que la conclusión del Tribunal sobre el carácter desproporcio-
nado de la reducción no cambia por el hecho de que sea necesaria una reducción 
del déficit más intensa en 2014, de acuerdo con los porcentajes acordados con las 
instituciones europeas y con el FMI, tal y como se desarrolla en el apartado 44 de la 
sentencia. En suma, la proporcionalidad de la reducción no tiene como parámetro las 
necesidades de reducción del déficit (pese a que este es el objetivo que se persigue 
y que el Tribunal considera legítimo) sino por la progresividad interna de la medida y 
6. Artículo 70.1 del Código do Imposto sobre o Rendimento das Pessoas Singulares; equivalente al mínimo 
personal en el IRPF español. 
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la necesidad de preservar un nivel salarial mínimo digno, que son criterios propios de 
un sistema tributario (capacidad económica y progresividad). 
IV. ALGUNAS REFLEXIONES FINALES 
Ya las sentencias 353/2012 y 187/2013, que declararon inconstitucionales diversas 
normas de ajuste de las Leyes de Presupuestos para 2012 y 2013, suscitaron la aten-
ción de la comunidad jurídica europea e internacional, entre otras cuestiones por su 
aportación al debate sobre los límites de la justicia constitucional en una situación de 
emergencia financiera'. Vamos a centrarnos en dos cuestiones, o grupos de cuestio-
nes: por una parte, la influencia de una situación de crisis económica sobre el análisis 
realizado por el Tribunal Constitucional; por otra, la problemática de aplicar un juicio 
de proporcionalidad en un entorno de interacción entre diversos sistemas complejos, 
como el jurídico, el económico y el político. Esto se relaciona con la discusión sobre 
el juicio que debe aplicar el Tribunal para analizar este tipo de medidas, y que está 
vinculado con diversas concepciones sobre la función que debe tener el control juris-
diccional y si debe ser más o menos extenso. 
1. INFLUENCIA DE LA CRISIS ECONÓMICO-FINANCIERA EN EL DERECHO CONS-
TITUCIONAL 
Sostiene Pereira que el Tribunal Constitucional portugués ha decidido sobre las 
medidas de las leyes de presupuestos desde 2011 que se han sometido a su control 
«como habría hecho en una situación de normalidad, abstrayéndose del hecho de 
que la República Portuguesa se encontraba en una situación de emergencia finan-
ciera»8. Por ejemplo, señala que la reducción salarial de 2012 fue declarada incons-
titucional pese a ser el primer año en que la Ley de Presupuestos se aprobó bajo el 
PAEF, lo cual podría haber justificado una disminución de las retribuciones superior 
a la de 2011. En todo caso, este autor no profundiza excesivamente en la cuestión; 
llega a afirmar que el Tribunal ha soslayado la situación de emergencia financiera 
«con razón o sin ella»9 . 
Sin embargo, existen autores que describen la aparición de una «jurisprudencia 
de crisis». Pinheiro la describe como un «"proceso negocial" entre la interpretación 
normativa de la Constitución y la necesidad de ceder ante las «exigencias de las 
circunstancias" » 10. Para ello, resulta central el concepto de «exigencias de interés 
público», que se interpreta a la luz de un escenario que se califica como «transitorio» 
o «excepcional». Todo ello hace que la jurisprudencia dictada durante este período 
ofrezca un claro contraste con la jurisprudencia «pre-crisis»11 y que se manifiesta, 
7. PEREIRA, R. A., «Igualdade e proporcionalidade: um comentario...», ob. cit., p. 318. 
8. Ibídem, p. 359. 
9. Ibídem, p. 359. 
10. PINHEIRO, A. S., «A jurisprudencia da crise: Tribunal Constitucional portugués (2011-2013)», Observatorio 
da Jurisdicáo Constitucional, año 7, núm. 1, enero-junio 2014, p. 170. 
11. Ibídem, pp. 170-171. 
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por ejemplo, en la pérdida de peso del principio de protección de la confianza12 (que 
en la sentencia 413/2014 ya no se emplea como parámetro de constitucionalidad 
de la reducción salarial introducida en el Presupuesto para 2014) o en el polémico 
uso de la facultad que el artículo 282 de la Constitución portuguesa da al Tribunal 
Constitucional, permitiéndole desaplicar la regla general de que las sentencias ten-
drán efectos ex tunc por, entre otras razones, la protección de un interés público de 
excepcional relevancia. 
Precisamente, la declaración de inconstitucionalidad de la reducción salarial de 
la Ley de Presupuestos para 2014 sólo tuvo efectos desde la fecha de publicación de 
la sentencia. Se justificó en la necesidad de evitar un perjuicio económico al Estado 
si se viera obligado a abonar con carácter retroactivo el valor de la reducción salarial 
que entró en vigor a principios del ejercicio económico. Sin embargo, parte de la 
doctrina (y varios votos particulares) han criticado que se «beneficia al infractor», 
ya que además medidas parecidas habían sido declaradas inconstitucionales en sen-
tencias anteriores13. El fallo mayoritario considera, con todo, que existían suficientes 
diferencias entre la reducción salarial configurada en los Presupuestos para 2014 y 
las anteriores como para considerar que no era esperable en todo caso la declaración 
de inconstitucionalidad. 
En suma, el Tribunal Constitucional ha interpretado extensivamente una serie de 
dispositivos normativos para dar respuesta a una situación de «emergencia financie-
ra», dando un mayor margen de actuación al legislador presupuestario pero, al mismo 
tiempo, rechazando que la crisis de las cuentas públicas legitime la introducción de 
medidas de reducción salarial de carácter permanente o estructural. 
2. CRITERIO DE PROPORCIONALIDAD E INTERACCIÓN DE SISTEMAS COMPLEJOS 
El análisis de «igualdad proporcional» implica, como señalamos antes, una pon-
deración triangular que tiene en cuenta la medida en sí misma y la diferenciación 
que crea; el objetivo que persigue; y las diferencias objetivas entre los grupos que se 
comparan. El Tribunal Constitucional portugués ha llegado a afirmar, en la sentencia 
353/2012, apartado 141, que «la igualdad jurídica es siempre una igualdad propor-
cional», lo que le ha llevado a un análisis en profundidad de las medidas cuestionadas. 
Este análisis contrasta con la escasa calidad de algunos pronunciamientos del 
Tribunal Constitucional español, que ha rechazado cuestiones de inconstitucionalidad 
contra medidas de reducción salarial (como las contenidas en el Real Decreto-Ley 
20/2012) a través de autos, con base en una interpretación extensiva —que entende-
mos criticable— del concepto de «notoriamente infundada» del artículo 37.1 de la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 
Baste señalar, en unas breves líneas, que la alegación del principio de igualdad 
por parte del artículo 14 de la Constitución Española (CE) se ha basado en que la 
12. Ibídem, p. 187. 
13. COELHO, G., «Prohibidos os cortes salaríais». Revista FEBASE, julio de 2014, p. 12. Los votos particulares 
de Catarina Sarmento e Castro y de Joáo Pedro Caupers se expresan en un sentido similar. 
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reducción de salarios no afecta a todos los funcionarios o empleados públicos por 
igual: es decir, se ha alegado una distinción intra-grupo, no inter-grupos como en 
el caso portugués (trabajadores del sector público comparados con trabajadores de 
otros sectores o perceptores de otro tipo de rentas), un argumento que entendemos 
más interesante, ya que lleva al debate sobre cómo deben repartirse los costos de la 
necesidad de estabilizar las cuentas públicas. El TC español ha afirmado que no se 
daba la necesaria homogeneidad del término de comparación utilizado [ATC 8/2012, 
Fi 3 b)], llegando a afirmar que «los diferentes grupos o categorías en que se clasifican 
los funcionarios» no constituyen situaciones subjetivas homogéneas o equiparables 
[ATC 179/2011, FJ 7 a)]. 
Por su parte, el Tribunal ha rechazado la aplicación del artículo 31 CE por consi-
derar que la reducción salarial «no configura un tributo encubierto, por cuanto no 
establece un hecho imponible al que se anude una obligación de contribuir» [ATC 
179/2011, Fi 7 b) y ATC 8/2012, Fi 3 c)]. Entendemos que existen argumentos sufi-
cientes para afirmar que el artículo 31 CE es aplicable a medidas cuyo objetivo explícito 
es la «consolidación fiscal», o reducción del déficit, ya que estarían vinculadas con el 
modo en que los distintos individuos y grupos «contribuirán al sostenimiento de los 
gastos públicos». Aunque el 31.1 CE hace referencia al «sistema tributario» como 
mecanismo para dicha contribución, no menos cierto es que el segundo apartado 
del artículo exige una «asignación equitativa de los recursos públicos» y que la im-
bricación entre ingresos y gastos del Estado es una realidad siempre revindicada por 
la doctrina. Así, el artículo 31.1 CE podría servir para dotar de contenido al principio 
de equidad del 31.2 CE. 
Como señala Rodríguez Bereijo, cabe diferenciar en la jurisprudencia española 
cierta distinción entre el artículo 31.1 CE, que exige un trato desigual acorde con la 
diversa capacidad económica, y el artículo 14 CE, «circunscrito a la interdicción de 
las discriminaciones arbitrarias o carentes de justificación razonable»14 . Entendemos 
que si se considerase aplicable el artículo 31 CE en sus apartados 1 y 2 (sobre cuya 
profunda interconexión insistimos), sería posible exigir que el legislador tuviera en 
cuenta criterios de progresividad en el ajuste del déficit mediante la reducción del 
gasto; y el Tribunal Constitucional podría realizar sobre dicho elemento un control 
que debería ir más allá de un juicio excesivamente laxo o «de mínimos», como ha 
defendido el autor15 . 
Puesto que proponemos un control jurídico-constitucional más intenso sobre las 
decisiones del legislador presupuestario, es pertinente referirnos al debate sobre la 
función o alcance de dicho control tal y como se refleja en algunos votos particulares 
de la sentencia del Tribunal Constitucional. Frente al criterio de «igualdad propor-
cional» asumido por la mayoría de los magistrados, hay quienes consideran, como 
Maria Lúcia Amaral y J. Cunha Barbosa, que el fallo va más allá de lo admisible y es 
necesaria una mayor autolimitación del Tribunal. 
14. RODRÍGUEZ BEREIJO, A., «El juicio constitucional de igualdad tributaria en la experiencia jurisprudencia!». 
Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 89, mayo-agosto 2010, p. 255. 
15. Ibídem, p. 287. 
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Así, Maria Lúcia Amaral afirma que, salvo en los supuestos de violación de dere-
chos fundamentales, el control constitucional sobre el legislador tiene que ser mínimo 
y basarse en una presunción de legitimidad de la ley. En este mismo sentido, J. Cunha 
Barbosa afirma que el legislador no tiene la carga de demostrar la validez o bondad 
de sus decisiones. Amaral considera, por otra parte, que cuando se interpretan nor-
mas constitucionales que constituyen principios, esta labor debe realizarse de manera 
«gradual» para asegurar la previsibilidad de las decisiones (aunque nosotros enten-
demos que la sentencia 413/2014 es coherente con el cuerpo de doctrina anterior). 
Según estos magistrados, en suma, en el caso de la igualdad ante la ley, como 
la función legislativa implica la creación de regímenes jurídicos diferenciados, el con-
trol constitucional debe limitarse a una prohibición de arbitrariedad («proibkáo do 
arbitrio») que veta la introducción de criterios de diferencia que no sigan criterios de 
racionalidad intersubjetivamente aceptables. Este tipo de control es uno de los que 
tradicionalmente ha venido siguiendo el Tribunal Constitucional portugués y es simi-
lar al método de control el legislador en España, donde «la conclusión en vista de la 
práctica del Tribunal es que, ausente la afectación de algún derecho constitucional 
sustantivo no procede otra cosa más que un control de "evidencia", con punto de 
partida en la presunción de constitucionalidad de la ley»16 . El TC español, a la luz de 
los autos citados supra, realiza un evidente ejercicio de autocontención; pero hemos 
señalado algunos argumentos jurídicos que justificarían un análisis más intenso. 
El problema de potenciar la aplicación de un criterio de proporcionalidad es que 
es especialmente complicado de aplicar. Hay votos particulares a la sentencia comen-
tada, como el de Maria de Fátima Mata-Mouros, que afirman que no corresponde 
al Tribunal Constitucional definir la medida de «diferencia tolerable»; por su parte, 
Maria Lúcia Amaral cuestiona cómo sería posible medir tal exceso. En el ámbito del 
principio de igualdad, medir el grado de restricción introducido exige la introducción 
de un término de comparación. Aunque el método de la igualdad proporcionalidad 
lidia con estas cuestiones, lo cierto es que llega un momento —tal vez el de la decisión 
última— en que debe darse un pequeño salto en el vacío. 
Esto no debería causar grandes problemas si consideramos que toda decisión 
judicial, según un positivista como Kelsen, es un acto de voluntad17 . Ahora bien, al 
tratar con medidas presupuestarias de reducción del déficit nos encontramos —vol-
vemos a citar a Amaral— ante «interacciones complejas, con repercusiones sistémicas 
imprevisibles». 
Todo tribunal, al analizar una determinada cuestión, se ve obligado a «traducir» 
los elementos que constituyen el input (los hechos sobre los que debe decidir) para 
que sean comprensibles en el seno del sistema jurídico y de acuerdo con los paráme-
tros que le son propios. En la sentencia comentada, en más de una ocasión, el Tribunal 
reconoce que hay elementos que no pueden traducirse y deben ser soslayados en su 
16. ROCA TRÍAS, E., y AHUMADA Ruiz, M. A., «Los principios de razonabilidad y proporcionalidad en la jurispru-
dencia constitucional española». Conferencia «Trilateral» Italia — Portugal — España, celebrada en Roma los días 
24 a 27 de octubre de 2013, p. 35. 
17. KELSEN, H. Teoria Pura do Direito. Sao Paulo: Martins Fontes, 2003, p. 394. 
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análisis. En estas circunstancias, afirma que se trata de elementos pertenecientes a 
otro sistema, sea el político (como las declaraciones gubernamentales sobre la nece-
sidad de una reducción estructural del gasto público) o el económico (concretamente, 
las medidas adoptadas en el sistema jurídico impactan en el sistema económico en un 
modo que el propio agente no puede prever y que luego tiene efectos en la reducción 
del déficit, objetivo que opera a su vez como justificación de las medidas analizadas). 
Esto es expresión de un límite consustancial al sistema jurídico ante el cual, según la 
magistrada Maria Lúcia Amara!, debe reconocerse al legislador un amplio margen de 
libertad. En realidad, esta imprevisibilidad afecta también al legislador, por lo que la 
cuestión abre otro debate más amplio sobre quién debe tener la última palabra en 
materia de interpretación constitucional, y que no cabe ni siquiera resumir en estas 
líneas. 
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